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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN LABORAL
Radicación Nro. :

66088-31-89-001-2012-00186-01 
Referencia: 

Incidente de Desacato 
Accionante: 

Luz Estella Rivera Gil en representación de su hija María Guadalupe Blandón Rivera
Accionado: 

ASMET SALUD E.P.S.-S
Magistrado Ponente:         
Issa Rafael Ulloque Toscano
Juzgado de Origen:
Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría-Risaralda
Tema a Tratar:

Demostrado que la autoridad encargada de cumplir una orden de tutela no lo ha hecho y que, además, omite los requerimientos al respecto, una vez cumplido el trámite incidental, es procedente imponer las sanciones que por desacato contempla el Decreto 2591 de 1991.
Pereira, abril catorce (14) de dos mil dieciséis (2016). 

Acta número ___ de 14 de abril de 2016.

Sería del caso, conforme lo estipula el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, proceder a emitir la decisión correspondiente dentro del trámite de consulta de la sanción que mediante auto de 17 de marzo de 2016 impuso el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Risaralda) a la doctora Mónica María Orozco Vélez en calidad de Directora Seccional de ASMET SALUD EPS-S, con sede en la ciudad de Pereira-Risaralda, por desacato a una orden de tutela.
Previamente la Sala integrada por el suscrito ponente y los restantes Magistrados, aprobó el proyecto elaborado, donde se consigna el siguiente 

AUTO:

ANTECEDENTES

A través de proveído del 4 de marzo de la presente anualidad se pronunció en torno al incidente de desacato instaurado por la accionante Luz Estella Rivera Gil en nombre y representación de su hija María Guadalupe Blandón Rivera con motivo de la desatención de la EPS ASMET SALUD a la orden de tutela que impartiera el 20 de noviembre de 2012; y dispuso la sanción contra la Directora Seccional Risaralda de la EPS doctora Mónica Orozco Vélez, consistente en el cumplimiento de quince (15) días de arresto y el pago de cinco (5) salarios mínimo legales mensuales vigentes.

Al tenor de lo normado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la Acción de Tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, se envió el expediente a esta Sala de Decisión Laboral a efecto de que se cumpla aquí, por vía de consulta, el control de legalidad de la sanción.

CONSIDERACIONES:
La pretensión de quien acciona en tutela ha de dirigirse, fundamentalmente, según el artículo 86 de la Constitución, a obtener una orden judicial que ampare o haga efectivo el goce de un derecho fundamental que ha sido vulnerado o amenazado. 

Producida dicha orden, la aspiración queda colmada y su desacato por el obligado genera una situación de conflicto jurídico que obliga al Juez constitucional de primer grado a hacer prevalecer la vigencia y efectividad de la orden impartida, la seriedad y majestad de la justicia y la obligatoriedad en el acatamiento de las decisiones judiciales. Por ello se faculta al juez de tutela para declarar el desacato e imponer las respectivas sanciones, de conformidad con lo estipulado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 “Desacato. La persona que incumpliere una orden de un juez proferida con base en el presente Decreto incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales, salvo que en este decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar. (…)”
Al revisar la constitucionalidad de la norma referida con anterioridad, el máximo órgano en cabeza de la Honorable Corte Constitucional indicó en sentencia C-092 de 1997:
“(…) a) En primer lugar, resalta la Corte que el artículo 52, parcialmente demandado de inexequibilidad, se refiere a una conducta denominada por el legislador “desacato”, que consiste en incumplir cualquier orden proferida por el juez con base en las facultades que se le otorgan dentro del trámite de la acción de tutela y con ocasión de la misma; dicha orden puede estar contenida en un auto emanado del juez, v.gr. en un auto que ordena pruebas. La facultad del juez de imponer la sanción por el incumplimiento de tal orden, debe entenderse inmersa dentro del contexto de sus poderes disciplinarios, asimilables a los que le concede al juez civil el numeral 2º del artículo 39 del Código de Procedimiento Civil. (…)”
En el caso de estudio, el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Risaralda), mediante fallo del 20 de noviembre de 2012, amparó el derecho fundamental a la salud de la niña María Guadalupe Blandón Rivera y ordenó en el término de cuarenta y ocho horas (48) horas posterior a la notificación de la providencia, autorizar y entregar el medicamento PEDIASURE POLVO por 400 Grs, en cantidad de 10 tarros por mes, durante tres meses; igualmente ordenó a la EPS accionada que de manera integral autorice y suministre todos los servicios médicos, quirúrgicos, hospitalarios, insumos, medicamentos, procedimientos y traslados que requiera la accionante.

El día 14 de enero de las calendas, la actora a través de agente oficioso comunicó el incumplimiento de la orden impartida por parte del Juez de tutela a la entidad accionada, hecho que motivó al juzgado a requerir, en auto de 18 de enero de 2016–fl 18- a la Representante Legal de la EPS ASMET SALUD en la ciudad de Pereira, doctora Mónica María Orozco Vélez, para que informara del cumplimiento del fallo, al paso que instó al Director Nacional de la misma entidad, doctor Gustavo Adolfo Aguirre, para que, en su condición de superior jerárquico del requerido, le hiciera cumplir el fallo de tutela y abriera el correspondiente proceso disciplinario en su contra, tal y como lo dispone el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991.
Transcurrido el término, el gerente jurídico de la EPS accionada, a través de escrito allegado al juzgado, solicitó se le concediera un término prudencial con el fin de gestionar con el proveedor farmacéutico la entrega de los insumos a la menor; petición resuelta de manera negativa en auto de 27 de enero de 2016 -fl 35 a 36-, argumentando que el término solicitado es muy general, sin precisar una fecha exacta para el cumplimiento del fallo impartido, teniendo en cuenta que el estado de salud de la accionante es bastante delicado; posterior a esto, en el mismo auto dispuso iniciar el correspondiente incidente en contra de la EPS ASMET SALUD, corriéndole para todos los efectos traslado para ejercer su derecho de defensa, por medio de oficios No. 056 y 057 del 27 de Enero de 2016.  

El 10 de febrero de 2016 la accionante solicitó al fallador la suspensión del incidente promovido, en razón a que la entidad accionada le cumplió de manera parcial con lo ordenado en el fallo de tutela, en el sentido de entregar las autorizaciones para ciertos tratamientos médicos necesarios de la menor María Guadalupe Blandón Rivera, faltando, para el cumplimento total del fallo, autorizar y entregar los suplementos alimenticios solicitados –pediasure-. Dicha suspensión la solicitó por el término de 15 días a la espera que la entidad accionada cumpliera con la totalidad de lo ordenado en el fallo de tutela -fl 55-; a lo que el juzgado a través de auto del 16 de febrero de 2016, decretó la suspensión del incidente de desacato por el término solicitado, tal como se observa a folio 56 del plenario. Vencido el término de la suspensión y en vista que no se dio cabal cumplimiento de lo ordenado -fl 58-, el juzgado ordenó en auto del 15 de marzo del año en curso -fl 57-, reanudar el trámite incidental contra ASMET SALUD EPS, notificando el mismo mediante oficios 286 y 287 del 17 de marzo de 2016.
Luego de cerrada la etapa probatoria, el incidente se resolvió de fondo el día 17 de marzo de 2016, declarando que se había incurrido en desacato de la orden judicial impartida, y en consecuencia, se impuso a la doctora Mónica María Orozco Vélez en calidad de Directora Seccional de ASMET SALUD EPS-S, con sede en la ciudad de Pereira-Risaralda-, sanción consistente en 15 días de arresto y multa de 5 salarios mínimos legales mensuales vigentes, ordenando además la notificación de esa decisión a cada una de las partes–fls 71 a 73-, orden materializada por medio de oficios Nos 293, 294 y 295 de 17 de marzo de 2016.


Es importante precisar que pese a haberse fallado el presente incidente por el Juzgado de origen, la accionante suscribió desistimiento del mismo el día 29 de marzo –fl. 84-, no obstante, el 7 de abril siguiente –fl. 94- aclaró que el desistimiento estaba relacionado con la entrega de medicamentos pero no con el suplemento nutricional –pediasure-, por lo que era procedente efectuar en esta Sede el análisis de fondo, como en efecto se hizo.

De acuerdo con la anterior reseña procesal debe concluir la Sala que a la entidad accionada en cabeza de la doctora Mónica María Orozco Vélez se le dio la oportunidad de acatar la orden impartida en el fallo de tutela, al paso que se le brindaron todas las garantías procesales y constitucionales que le asisten y aun así, solo atendieron de manera parcial los requerimientos efectuados.

De igual manera encuentra esta colegiatura que la sanción de 15 días de arresto impuesta a la representante de la entidad accionada por el fallador de primera instancia, que si bien es cierto dicha sanción se encuentra a disposición del mismo y de conformidad con el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, esta puede oscilar entre 1 día y 6 meses de arresto, se considera excesiva para el caso en estudio, debido a que se ha dado cumplimiento parcial a lo ordenado en el fallo de tutela, como consecuencia de lo anterior la sanción de arresto impuesta en auto del 4 de marzo de 2016 proferido por el Juzgado Único Promiscuo de Belén de Umbría, se rebajara a 5 días de arresto contra la doctora Mónica María Orozco Vélez, manteniendo incólume la sanción de carácter pecuniario impuesta.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Laboral, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la constitución,

RESUELVE

PRIMERO:
MODIFICAR la sanción impuesta por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Risaralda), la cual quedara así:
“PRIMERO: SANCIONAR con CINCO (5) DIAS de arresto y MULTA DE CINCO (5) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, a la doctora MÓNICA MARÍA OROZCO VÉLEZ, en calidad de Directora Seccional de ASMET SALUD EPS-S, con sede en la ciudad de Pereira Risaralda, por lo dicho en la parte motiva” 

SEGUNDO: COMUNICAR a los interesados, el contenido de la presente decisión, en la forma prevista por el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Quienes integran la Sala,
ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
Magistrado Ponente
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN              JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

         Magistrada                                                           Magistrado
Leonardo Cortés Pérez
Secretario
